COMPETENCIA – Rescisión del contrato − Lesión enorme
[…] la lesión enorme es hecho que, de ser cierto, solo puede alegarse mediante el ejercicio de la acción contractual por rescisión del contrato de compraventa de inmueble por lesión enorme.

En anterior oportunidad la Sala acudiendo al Código Civil explicó que cuando un contratista cree que el precio fijado en un contrato de compraventa no resulta ser objetivamente el real, debe utilizar la acción contractual la cual se manifiesta, por el aspecto en comento, en la pretensión principal o de rescisión del contrato o responsabilidad contractual por lesión enorme, la cual es posible de acuerdo con lo dispuesto en el C.C.A. pues su artículo 87, sobre la acción de controversias contractuales, no es restrictivo en cuanto su objeto al prever que se podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenas o restituciones consecuenciales, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento y que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios y “que se hagan otras declaraciones y condenas” 

Así las cosas y teniendo en cuenta las normas legales y la jurisprudencia a que se ha hecho referencia, la Sala es competente para conocer del asunto materia de estudio”.
CADUCIDAD − Ejercicio oportuno de la acción − Acción rescisoria − Lesión enorme

En tratándose del contrato de compraventa de bienes inmuebles, en los que participa una entidad de derecho público, debe tenerse en cuenta que, aunque el artículo 1.954 del Código Civil señala que la acción rescisoria por lesión enorme expira en cuatro años, contados desde la fecha del contrato, esta disposición no es aplicable por cuanto existe una norma especial que regula la materia. En efecto, el artículo 136 del C.C.A.

En este orden de ideas, la Sala reafirma el criterio de que por regla general, en los contratos estatales para el ejercicio de la acción rescisoria por lesión enorme no se aplica el término de cuatro (4) años, establecido en el artículo 1954 del Código Civil, sino el de caducidad de dos (2) años consagrado en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA – Acción rescisoria − Lesión enorme
La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo y sobre ella se ha dicho que “La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al demandado”.

Ahora bien, la acción rescisoria por lesión enorme es de carácter personal, entendido a la luz de lo dispuesto en el artículo 666 del Código Civil según el cual: “derechos personales o créditos son los que sólo pueden reclamarse de ciertas personas que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, ha contraído las obligaciones correlativas”, así la causa jurídica esté relacionada con un inmueble, de esta manera, está legitimado para ejercer la acción, quien se sienta perjudicado por el desequilibrio en el precio de un contrato y, en consecuencia, acreditará su legitimación, con el contrato contentivo del negocio jurídico y no con los documentos que dan cuenta de la propiedad del bien inmueble. 
COPIAS SIMPLES – Valor probatorio

[…] la Sala Plena de la Sección Tercera, del 28 de agosto de 2013, que ha indicado que es posible apreciar las copias si las mismas han obrado a lo largo del plenario y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes, conforme a los principios de la buena fe y lealtad que deben conducir toda la actuación judicial.

LESIÓN ENORME – Definición – Rescindir contrato – Reajustar precio

Al efecto deberá puntualizarse que el artículo 1947 del Código Civil define la lesión enorme así:
“El vendedor sufre lesión enorme cuando el precio que recibe es inferior a la mitad del justo precio de la cosa que vende; y el comprador a su vez sufre lesión enorme, cuando el justo precio de la cosa que compra es inferior a la mitad del precio que paga por ella. El justo precio se refiere al tiempo del contrato”

Si llega a establecerse la existencia de una lesión enorme, se puede optar por rescindir el contrato, o reajustar el precio recibido o pagado según sea el caso.
LESIÓN ENORME – Defecto objeto del contrato – Derecho público 

La lesión enorme no puede considerarse un vicio del consentimiento sino un defecto objetivo del contrato, porque se configura con independencia de las causas o motivos que dieron origen al acuerdo negocial, por ello, lo que debe analizarse es si existe un desequilibrio económico, objetivamente considerado, con referencia al precio del contrato, frente al valor real del bien.
También la Corte Suprema de Justicia ha aceptado que la lesión enorme no es una figura exclusiva de los contratos privados, sino que puede extenderse su aplicación a los contratos de compraventa celebrados por sujetos de derecho público. 
LESIÓN ENORME – Requisitos

Para el Consejo de Estado, los requisitos para que se declare la existencia de la lesión enorme son los siguientes: 
“a) Que haya lesión en la proporción que establece el artículo 1947 del C. C.

b) Que se trate de contratos respecto de los cuales la ley lo admite (art. 1949 C. C.).

c) Que la pretensión se reclame dentro del término que la ley concede al efecto (art. 1954).

d) Que el bien se conserve en poder del comprador (art. 1951 C.C.).

e) Que no se trate de un contrato aleatorio”.
CONTRATO DE COMPRAVENTA – Adquisición de bienes − Enajenación voluntaria 

El artículo 61 de la Ley 388 de 1997 establece:
El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica.
[…]

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa.
De las pruebas obrantes en el proceso, se observa que efectivamente, el IDU hizo una oferta de compra, a la cual anexó el avalúo realizado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá y al no obtener respuesta de la sociedad aquí demandante, inició el trámite de expropiación del inmueble, pero ante la manifestación de acogerse a una negociación de enajenación voluntaria, la expropiación fue suspendida y en su lugar se celebró una promesa de compraventa, pero la entidad, previamente inscribió la oferta en el registro de matrícula inmobiliaria y cumplió con la notificación de la misma, en los términos y condiciones previstos en la normatividad vigente, sin que en ningún momento, la sociedad se opusiera al avalúo del predio, razón por la cual éste quedó en firme y el negocio se celebró por el valor allí consignado. 

A juicio de la Sala, la existencia de una normatividad especial, aplicable al caso, cuya finalidad es proteger el interés público implicado en este tipo de negociaciones, que en todo momento garantiza al propietario del bien inmueble el derecho de defender sus intereses, e incluso de controvertir los avalúos contratados por la entidad que pretende adquirir el inmueble, excluye la posibilidad de que después de efectuada la compraventa, pueda acudirse a la acción de lesión enorme, cuando en la oportunidad prevista en la ley nada se dijo sobre el avalúo del bien. 

CONTRATO DE COMPRAVENTA – Adquisición de bienes − Enajenación voluntaria – Lesión enorme – Prueba pericial

En efecto, a pesar de no existir prohibición expresa acerca de la procedencia de la acción de lesión enorme para este tipo de compraventas, como si existe para los predios adquiridos por el INCORA con fines de reforma agraria, considera la Sala, que dicha conducta no se acompasa con los postulados de buena fe que deben regir la contratación estatal, porque, se insiste, en este caso concreto, la sociedad actora, libremente escogió que no se continuara con el proceso de expropiación sino que se celebrara una enajenación voluntaria del inmueble, acogiendo el precio ofrecido por el IDU. 

Ahora bien, si en gracia de discusión se admitiera que es procedente la lesión enorme, debe señalarse que la parte actora no cumplió con la carga de probar que el precio recibido por el inmueble fue inferior a la mitad del avalúo comercial del mismo, dadas las deficiencias de los dictámenes periciales obrantes en el proceso. 
Acerca de este tema debe señalarse que la jurisprudencia tiene por establecido que la prueba pericial es el medio idóneo, adecuado y determinante para demostrar la lesión enorme, porque ella permite establecer si el precio pactado en el contrato corresponde al justo valor de la cosa transferida al tiempo de celebrar la compraventa, pero también es claro que dicho dictamen debe ser valorado por el juez “para verificar la firmeza, precisión y calidad de los fundamentos en que se sustenta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 241 del C. de P. Civil. 
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Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el 2 de diciembre de 2010, por medio de la cual negó las pretensiones de la demanda. 

I. ANTECEDENTES

1.1. La demanda

Mediante escrito presentado el 14 de diciembre de 2004, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la sociedad Bernal Bernal Montoya Bernal y Cia. Ltda., en liquidación, por intermedio de apoderado, presentó demanda solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas:

“1. Que la sociedad BERNAL BERNAL MONTOYA BERNAL y CIA LTDA., en liquidación, sufrió lesión enorme en el contrato de compraventa del bien inmueble celebrado con el Instituto de Desarrollo Urbano IDU y la Empresa de Transporte del Tercer Milenio TRANSMILENIO S.A., de que da cuenta la escritura pública No. 680 del 31 de julio de 2003, de la Notaría 65 del Circulo de Bogotá, por haber pagado las demandadas menos de la mitad del justo precio comercial del inmueble. 

2. Que como efecto de la anterior declaración, queda rescindido, por causa de lesión enorme, el contrato anteriormente descrito en cuanto a precio se refiere. 

3. Que en virtud de la declaración de rescisión del contrato, en cuanto al precio se refiere las demandadas pagarán el justo y equitativo precio del valor del inmueble negociado, más el reajuste monetario respectivo y los intereses así: 

a) La suma de DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y SIETE MILLONES SETECIENTOS ONCE MIL CUATROCIENTOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($2.157.711.400.oo), o el menor o mayor valor correspondiente al justo y comercial valor del precio que ha debido pagarse frente a la negociación del inmueble cuyo precio fue de SETECIENTOS ONCE MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL QUINIENTOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($711.237.500.oo), deducida esta cantidad de la cifra indicada queda un mayor valor del justo precio comercial de MIL CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS SETENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($1.446.473.900.oo), a favor de la demandante.

b) El valor del reajuste monetario anual sobre la última cifra indicada a partir de la entrega del inmueble vendido o sea a partir de la fecha del acta de entrega DTDP-8000-257 de fecha 05 de diciembre de 2002 hasta el día de pago del mayor valor del precio, más los intereses monetarios legales sobre la misma cantidad.

c) Las costas procesales que se llegaren a causar”.

1. 2. Hechos

Las pretensiones tienen fundamento en los siguientes hechos:

1. El día 31 de julio de 2003, la sociedad demandante vendió al IDU y a Transmilenio S.A., un lote de terreno de 12.692,42 M2, junto con un área de construcción de 328,86 M2, ubicado en la diagonal 13 sur No. 94 A-05 de la ciudad de Bogotá, mediante escritura pública No. 680, otorgada en la Notaría 65 de Bogotá. 

2. El precio de la negociación fue de $711.237.500, es decir a razón de $56.036,40 por M2, pero de acuerdo con un avalúo comercial realizado el 24 de junio de 2002, por una avaluadora afiliada a Camalonjas, el valor comercial del inmueble era de $170.000 por metro cuadrado para predios de uso comercial y para predios de preservación urbana era de $97.000 por M2.

3. Posteriormente, con fecha 24 de junio de 2004, se solicitó una actualización del avalúo del predio, el cual fue realizado por el señor Víctor Hernández Vargas, perito afiliado a Camalonjas, quien determinó que el valor del metro cuadrado en área de preservación urbana era de $99.500 y en área comercial a $185.000.

4. Teniendo en cuenta los avalúos realizados, el metro cuadrado en ese sector tenía un valor de más del doble de lo que pagaron los demandados por el predio, tanto así que el IDU, el 17 de marzo de 1997, compró una parte de ese predio y lo pagó a $80.000 el metro, cuando las condiciones y características del mismo eran muy inferiores, ya que para ese momento no contaba con servicios públicos domiciliarios, ni alcantarillado y las vías estaban sin pavimentar.

5. De igual forma, el precio pagado por los demandados, era inferior al avalúo catastral del inmueble en el año 2003, el cual era de $1.689.502 y por lo tanto, el metro cuadrado tenía un valor de $62.089.61 pero fue comprado por $56.036.40 cada metro cuadrado. 

6. Se agotó el requisito de conciliación prejudicial ante la Procuraduría Tercera Judicial Administrativa de Bogotá, pero ésta fracasó. 

1.3. Trámite en primera instancia y contestación de la demanda 
Mediante auto del 3 de marzo de 2005, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda, ordenó fijar en lista y notificar a las partes
.

Las entidades demandadas dieron contestación a la demanda con los siguientes argumentos:

La empresa de Transporte Transmilenio S.A., a través de apoderado, manifestó que no existían pretensiones concretas contra esa empresa porque en la escritura pública se evidenció que ésta compareció como pagadora de las obligaciones adquiridas por el IDU, relacionadas con la adquisición, construcción y mantenimiento de los bienes necesarios para el proyecto de Transmilenio.

Con relación a las pretensiones, manifestó que para alegar la existencia de una lesión enorme, se debía comparar el precio del predio, con el avalúo realizado en la misma época, puesto que el valor del inmueble podía variar por razones coyunturales, externas al bien y de acuerdo con los peritazgos aportados por el demandante, la suma pagada no era inferior a la mitad del mismo y por ello no hubo lesión enorme. 

Adicionalmente señaló que, en el caso concreto, el precio pactado por el IDU fue estructurado de acuerdo con las normas contenidas en el artículo 61 de la Ley 388 de 1997
. 

Por su parte, el apoderado del Instituto de Desarrollo Urbano IDU, manifestó que el predio adquirido se segregó del inmueble de propiedad del demandante y fue avaluado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, en enero de 2002, en $711.237.500, suma que fue ofrecida el 22 de marzo de 2002 a su propietario; posteriormente se inició proceso para expropiar el predio y se ordenó la misma, mediante Resolución 5262 del 8 de julio de 2002, pero la sociedad propietaria manifestó interés en negociar directamente y por ello, al encontrarse de acuerdo con el precio ofertado, se llegó a la adquisición del terreno, venta que se formalizó en escritura de compra No 680 del 31 de julio de 2003, registrada el 17 de diciembre del mismo año.

Adujo también, que en este caso no se configuró una lesión enorme porque de acuerdo con el artículo 1947 del C.C. ésta se presenta cuando el justo precio de la cosa es inferior a la mitad del precio que se paga por ello, pero la compraventa de inmuebles por parte del IDU, está sometida a una reglamentación particular, contenida en la Ley 9 de 1989 sobre reforma urbana y la Ley 388 de 1997, que obligan a la entidad a pagar únicamente el precio que determina el IGAC, o las entidades que cumplan sus funciones, de modo que el valor del inmueble fue determinado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, autoridad idónea para ello y con amplia experiencia. 

De lo anterior se deduce, que la sociedad demandante pretendía suspender el proceso de expropiación, donde tenía la posibilidad de controvertir el precio ofrecido y decidió llegar a un acuerdo directo con la entidad, tal como lo establece el artículo 61 de la Ley 388 de 1996, por eso resulta extraño, que después de tres años, pretenda desconocer el acuerdo de voluntades, que fue concretado con todas las exigencias y formalidades previstas en la ley. 

Por otro lado, no son de recibo las razones del demandante para desconocer el avalúo que sirvió de base para la adquisición del inmueble, sobre todo porque los experticios aportados con la demanda, no tuvieron en cuenta que el predio se encontraba afectado por una vía decretada y por ello el inmueble no podía ser destinado a un uso, o actividad económica diferente
.

Posteriormente, mediante auto del 19 de enero de 2006, se abrió el proceso a pruebas y se ordenó correr traslado de los experticios allegados por la demandante
.

Durante el término del traslado, el IDU presentó objeción por error grave a los dos dictámenes presentados con la demanda. Acerca del informe de la señora Nuria Arias Manrique, precisó que, la información de las áreas del inmueble no correspondía a las dimensiones reales del predio, según constaba en la oferta de compra y el informe técnico de avalúo elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, en enero de 2002, y por otro lado, en cuanto al método utilizado, solo se mencionó uno de ellos, sin acreditar o soportar lo afirmado, de manera que las conclusiones eran meras suposiciones del perito. 

En relación con el dictamen elaborado por el señor Víctor Hernández Vargas, la objeción por error grave, fue porque no se estableció el valor del metro cuadrado, para la época en que se hizo la negociación, es decir, en diciembre de 2002, que fue cuando se firmó la promesa de compraventa del inmueble y adicionalmente, no coincidía el área del terreno, con el del avalúo, ya que esa información fue suministrada por el demandante, sin que se allegaran tampoco los soportes probatorios correspondientes
. 

Al correrse traslado del dictamen pericial practicado en el proceso, la entidad  también lo objetó por error grave, ya que el perito realizó un avalúo actual del bien y utilizó el método de regresión estadística, para establecer el precio del inmueble en el año 2002, pero no tuvo en cuenta las características de las construcciones y tampoco se allegaron soportes probatorios
.

Agotado el periodo probatorio, con providencia del 21 de agosto de 2008, se corrió traslado para alegatos de conclusión
. 

El apoderado de la parte actora manifestó que, de acuerdo con las pruebas documentales, en especial, los avalúos aportados con la demanda que fueron coincidentes con el practicado en el proceso, se puede concluir que, efectivamente, en este caso hubo una lesión enorme, porque el avalúo que se tomó para realizar la compraventa partió de un escenario hipotético y no real, ya que el predio fue comparado con el valor de otros inmuebles suburbanos
.

La apoderada del IDU insistió en que no se probó la existencia de una lesión enorme, porque el precio de adquisición del inmueble no fue inferior a la mitad del avalúo. 

Por otra parte, reiteró que el proceso de adquisición de inmueble por utilidad pública, está sometido a una reglamentación particular, que obliga al IDU a pagar únicamente el precio determinado por el IGAC o las entidades que cumplan sus funciones; en este caso fue elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, razón por la cual, era adecuado para la adquisición.

Adicionalmente manifestó, que si el demandante pretendía discutir el precio base la oferta, la oportunidad para hacerlo fue en el proceso de expropiación que inició el IDU, pero éste procedimiento fue suspendido, ante la manifestación del representante legal de la sociedad, de querer acordar directamente las condiciones de la venta del inmueble.

De esta manera, el contrato sobre el que se pide la rescisión está plenamente ajustado a derecho, porque no se demostró el mayor valor del inmueble vendido y porque la lesión enorme no es aplicable a los contratos celebrados con el IDU, por llevar implícita una utilidad pública y social
.

El apoderado de Transmilenio descorrió el traslado reiterando los argumentos expuestos en la contestación de la demanda, e insistió en que la participación de la entidad en la celebración del contrato se limitó al pago del valor del predio, ya que la responsabilidad de la construcción y reparación de las obras para poner en funcionamiento el Transmilenio le correspondía al IDU.

Señaló también, que el IDU procedió a determinar el precio del inmueble de acuerdo con las normas vigentes sobre la materia y durante la celebración del contrato se ajustó a las previsiones legales, prefiriendo una negociación directa con los propietarios del bien inmueble, quienes estuvieron de acuerdo en el precio ofrecido por la entidad, en lugar de hacer uso de su prerrogativa de expropiación del predio
.

1.4. Sentencia de primera instancia 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia el 2 de diciembre de 2010, en la cual negó las pretensiones de la demanda
. 

Expuso el Tribunal, que la parte actora para probar la existencia del contrato allegó copia simple de la escritura pública correspondiente y no cumplió tampoco con la exigencia de probar la propiedad, con el título y el modo, puesto que no anexó copia del registro del inmueble, lo cual en principio impedía cualquier pronunciamiento. 

Por otra parte, el Tribunal desestimó el dictamen pericial practicado en el proceso, porque los documentos que sirvieron de base para el mismo fueron aportados en copia simple, y además, esa prueba se basó en los dictámenes allegados por la parte demandante. 

Así dijo la providencia:

“En este orden de ideas, los dictámenes así rendidos carecen de fundamento probatorio, porque no es posible determinar con certeza si en el presente caso el IDU y Transmilenio S.A. desconocieron el justo precio del inmueble propiedad de la demandante por pagar menos de la mitad del mismo, al no contar con los documentos que dan cuenta de la negociación realizada, el valor ofrecido por las demandadas, los trámites para expropiación adelantados por el IDU y el precio finalmente aceptado por la vendedora.

Con fundamento en lo anterior, la Sala concluye que aún cuando la demandante hubiera demostrado las alegaciones de la demanda, tampoco hubiera sido posible su reconocimiento ante la ausencia de la promesa de compraventa No. 302 del 17 de diciembre de 2002 y el contrato de compraventa contenido en la escritura pública No. 680 del 21 de julio de 2003, como requisito ad sustantiam actus”. 

1.5. Recurso de apelación y trámite en segunda instancia 

Contra la anterior decisión, la parte actora presentó recurso de apelación
, en el que manifestó su inconformidad, acogiendo los argumentos consignados en el salvamento de voto.

El impugnante solicitó que se profiriera pronunciamiento de fondo, por considerar que, no obstante obrar en copia simple, estaba demostrado en el proceso la existencia del contrato, porque la parte demandada lo aceptó plenamente, al igual que las otras pruebas que obraban en el sub judice.

Adicionalmente, manifestó, que al no otorgar valor probatorio al contrato se violó el artículo 11 de la Ley 1395 de 2010, según la cual, en todos los procesos, los documentos privados elaborados por las partes, presentados en original o en copia, para ser incorporados al expediente con fines probatorios, se presumirán auténticos, sin necesidad de presentación personal, ni autenticación, el cual es aplicable porque a pesar de ser una escritura pública, fue firmada por las partes intervinientes en un proceso y aportado en él con fines probatorios. 

De igual forma, señaló, que en caso de no acogerse los argumentos antes expuestos, debía analizarse la contradicción en que incurrió el Tribunal de instancia, quien valoró la copia simple para efectos de legitimación en la causa, y luego no la tuvo en cuenta para resolver de fondo sobre las pretensiones. 

Mediante auto del 18 de mayo de 2011 se admitió el recurso de apelación y en providencia del 8 de junio del mismo año, se concedió término para presentar alegatos de conclusión
.

La apoderada del IDU reprodujo los alegatos de conclusión presentados en primera instancia y solicitó confirmar el fallo apelado
.

A su vez, el apoderado de Transmilenio solicitó confirmar el fallo apelado, reiterando los argumentos planteados por la entidad en el proceso, e insistió en que no se allegó copia auténtica de la escritura pública, ni del certificado de registro de instrumentos públicos, que acreditaran el título y el modo, exigidos por la ley para probar la propiedad de un inmueble, sin que pueda aceptarse lo argumentado respecto del artículo 11 de la Ley 1395 de 2010, porque se trata de un documento público y no privado.

Por otra parte, adujo que, en el sub judice, se debió demandar tanto el contrato, como la oferta de compra y el avalúo, porque ellos son actos indivisibles dentro del trámite de expropiación y adicionalmente indicó, que no se demostró el agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, porque el acta se allegó en copia simple y porque en la misma no se incluyeron las pretensiones, de manera que no era posible saber si se referían a las deprecadas en el presente proceso
. 

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para decidir el recurso de apelación formulado por la parte demandante contra la sentencia proferida por Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, por razón de la cuantía
. 

Acerca de este tema, esta Subsección, en sentencia de 25 de abril de 2012. Radicación 20813, precisó:

“En oportunidades anteriores y en asuntos encaminados a obtener la rescisión del contrato de compraventa de inmuebles por lesión enorme, la Sala ha admitido su competencia, como también ha precisado sin lugar a equívocos, que la acción procedente es la contractual; es así como ha sostenido: 

“Así las cosas, vistas las competencias radicadas en las jurisdicciones ordinaria y de lo contencioso administrativo en materia agraria, y aunque no se encuentre entre sus diferentes procesos el aludido por la actora habrá que concluir con apoyo en la jurisprudencia sentada por esta Sala en su sentencia de septiembre 15/83, ratificada en la de diciembre 4/89 y que ahora se reitera, que la competencia es de esta jurisdicción, por ser suya la relacionada con las controversias derivadas de los contratos administrativos (CCA, arts. 87, 131 y 132, num. 8° y 136 in fine ). 

En este orden de ideas, esta jurisdicción es la competente para conocer de la acción rescisoria por lesión enorme instaurada contra contratos celebrados por el Incora en compraventa de inmuebles rurales, en desarrollo de los fines perseguidos por la Ley 135/61 con las modificaciones introducidas por leyes posteriores, incluida la Ley 30 de 1 988”. 

En oportunidad posterior, la Sala reiteró su criterio respecto de la competencia que le corresponde para conocer de los procesos de rescisión del contrato por lesión enorme, en los siguientes términos: 

“... la lesión enorme es hecho que, de ser cierto, solo puede alegarse mediante el ejercicio de la acción contractual por rescisión del contrato de compraventa de inmueble por lesión enorme.

En anterior oportunidad la Sala acudiendo al Código Civil explicó que cuando un contratista cree que el precio fijado en un contrato de compraventa no resulta ser objetivamente el real, debe utilizar la acción contractual la cual se manifiesta, por el aspecto en comento, en la pretensión principal o de rescisión del contrato o responsabilidad contractual por lesión enorme, la cual es posible de acuerdo con lo dispuesto en el C.C.A. pues su artículo 87, sobre la acción de controversias contractuales, no es restrictivo en cuanto su objeto al prever que se podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenas o restituciones consecuenciales, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento y que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios y “que se hagan otras declaraciones y condenas” 

Así las cosas y teniendo en cuenta las normas legales y la jurisprudencia a que se ha hecho referencia, la Sala es competente para conocer del asunto materia de estudio”. 

2.2. Ejercicio oportuno de la acción

En tratándose del contrato de compraventa de bienes inmuebles, en los que participa una entidad de derecho público, debe tenerse en cuenta que, aunque el artículo 1.954 del Código Civil señala que la acción rescisoria por lesión enorme expira en cuatro años, contados desde la fecha del contrato, esta disposición no es aplicable por cuanto existe una norma especial que regula la materia. En efecto, el artículo 136 del C.C.A., dispone:

“ART. 136: Caducidad de las acciones. “(...) Las relativas a contratos caducarán en dos (2) años de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirven de fundamento”. 

Así lo ha destacado reiterada jurisprudencia de la Sala: 

“Fuera de esa previsión especial, sobre el avalúo de bienes inmuebles en la enajenación de bienes para el Estado o por el Estado, por lo general en lo demás se le aplican al contrato de compraventa las normas civiles, salvo también en lo que concierne con el tiempo para acudir al juez en demanda de la rescisión. En efecto: Si bien el Código Civil indica, en el artículo 1.954, que “La acción rescisoria por lesión enorme expira en cuatro años, contados desde la fecha del contrato” esta disposición no es aplicable cuando se trata de los contratos de compraventa de bienes inmuebles celebrados por el Estado porque el Código Contencioso Administrativo dispone que el término de caducidad de la acción de controversias contractuales será de dos años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento (art. 87), por lo general ”. 

En este orden de ideas, la Sala reafirma el criterio de que por regla general, en los contratos estatales para el ejercicio de la acción rescisoria por lesión enorme no se aplica el término de cuatro (4) años, establecido en el artículo 1954 del Código Civil, sino el de caducidad de dos (2) años consagrado en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
. 

2.3. Legitimación en la causa

La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo y sobre ella se ha dicho que “La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al demandado”
 
Sobre la legitimación en la causa, la Sala se ha referido a la existencia de una legitimación de hecho, cuando se trata de una relación procesal que se establece entre quien demanda y el demandado, y surge a partir del momento en que se traba la litis, con la notificación del auto admisorio de la demanda. Por otra parte, se habla de una legitimación material en la causa, que tiene que ver con la participación real de las personas en el hecho que da origen a la interposición de la demanda, independientemente de que hayan sido convocadas al proceso.

En tratándose de la legitimación en la causa por pasiva, debe señalarse que ella se refiere a “la persona que conforme a la ley sustancial está legitimada para discutir u oponerse a dicha pretensión del demandante…”
. 

Ahora bien, la acción rescisoria por lesión enorme es de carácter personal, entendido a la luz de lo dispuesto en el artículo 666 del Código Civil según el cual: “derechos personales o créditos son los que sólo pueden reclamarse de ciertas personas que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, ha contraído las obligaciones correlativas”, así la causa jurídica esté relacionada con un inmueble
, de esta manera, está legitimado para ejercer la acción, quien se sienta perjudicado por el desequilibrio en el precio de un contrato y, en consecuencia, acreditará su legitimación, con el contrato contentivo del negocio jurídico y no con los documentos que dan cuenta de la propiedad del bien inmueble. 

Así las cosas, ha de entenderse que, en el subjudice, están legitimados para ejercer la acción rescisoria por lesión enorme, la sociedad Bernal Bernal Montoya Bernal y Cia. Ltda., en Liquidación, por activa, y el IDU y Transmilenio S.A., por pasiva, en virtud de haber celebrado el contrato de compraventa de un inmueble, en el cual afirman, se presentó la lesión enorme, pero también en el caso de la sociedad actora, por constar su condición de propietario del bien, en el folio de registro de inmuebles.
2.4. Pruebas

Las pruebas relevantes para el caso son las siguientes:

1. Certificado de existencia y representación legal de la sociedad demandante, expedida por la Cámara de Comercio de Bogotá
.

2. Copia simple de la ficha técnica del predio, realizada por la Dirección Técnica de Predios del IDU
.

3. Copia simple de la escritura pública No. 680 del 31 de julio de 2003, otorgada en la Notaría 65 de Bogotá, donde consta la compraventa celebrada entre la sociedad Bernal Bernal Montoya Bernal y Cia Ltda., en liquidación y el IDU y la Empresa de Transporte del Tercer Milenio Transmilenio S.A., sobre el inmueble situado en Bogotá, en la Diagonal 13 sur No. 94 A -05, conformado por 12.692,42 M2, de terreno, junto con un área de construcción de 328.86 M2, según registro topográfico 15930, elaborado por el IDU. El precio de la venta fue de $711.237.500 y fue determinado en el informe técnico de avalúo No. 15930, elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, en enero de 2002
. 

4. Copia simple de la orden de pago No. 730-03 de fecha abril 8 de 2003, mediante la cual Transmilenio S.A. pagó a la sociedad demandante el 80% del valor del contrato, que correspondía al primer contado pactado y de los documentos que soportaron el pago
. 

5. Copia de la promesa de compraventa No. 302 del 17 de diciembre de 2002, celebrada entre el IDU, Transmilenio S.A. y Bernal Bernal Montoya Bernal y Cia Ltda., para la obra de la troncal avenida de las Américas. El precio pactado fue de $711.237.500 y allí se mencionó que la promesa de compraventa se celebró en razón del oficio de oferta de compra DTDB 8000-054 que el promitente comprador, efectuó al promitente vendedor, el 22 de marzo de 2002
.

6. Copia del certificado de tradición y libertad del inmueble objeto de compraventa, con matrícula No. 50S-400034610, que era propiedad de la sociedad demandante. Aparece allí la siguiente inscripción
: 

“ANOTACIÓN: No. 6. Fecha: 29-04-2002, (ilegible): 2002-30245

Doc: OFICIO 1775 del 26-04-2002 IDU BOGOTA D.C. VALOR ACTO: $

ESPECIFICACIÓN: 0455 OFERTA DE COMPRA EN BIEN URBANO (MEDIDA CAUTELAR). 

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL ACTO: (La x indica persona que figura como titular de derechos reales de dominio).

DE: IDU

BERNAL BERNAL MONTOYA BERNAL CIA LTDA”.

7. Copia simple del avalúo del predio realizado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, con fecha enero de 2002, por valor de $711.237.500
.

8. Copia del oficio 8000-054 del 22 de marzo de 2002, suscrito por el Director Técnico de Predios, del IDU y el Gerente de Transmilenio S.A., mediante el cual, se hizo a la sociedad demandante la oferta de compra del predio, con el objeto de construir el proyecto de Transmilenio Troncal Avenida de las Américas, allí se consignó:

“Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 13 de la Ley 9 de 1989, el artículo 61 de la Ley 388 de 1997 y su Decreto Reglamentario 1420 de julio 24 de 1990, se anexa el Informe Técnico de Avalúo número 15930 elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, en enero de 2002. 

El valor de la oferta de compra que presenta EL INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO es por la suma de SETECIENTOS ONCE MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL QUINIENTOS PESOS ($711.237.500) MONEDA CORRIENTE, la cual se encuentra amparada con el Certificado de Disponibilidad presupuestas No. 489 de fecha 7 de marzo de 2002, expedido por TRANSMILENIO S.A.

Este inmueble lo adquiere EL INSTITUTO por el procedimiento de la enajenación directa y voluntaria a través de la celebración del contrato de compraventa según los términos de que trata el Capítulo III de la Ley 9 de 1989, Capítulo VII de la Ley 388 de 1997 y su Decreto Reglamentario 1420 de julio 24 de 1998, los cuales se anexan, que permiten convenir las formas de pago y demás condiciones del mismo, pero si ello no fuere posible, el IDU se vería en la necesidad de recurrir al procedimiento de la expropiación consagrado en estas mismas normas. 

Le solicitamos el favor de comunicar al IDU su decisión dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha de su notificación. 

En caso de no recibir respuesta, entendemos que no existe ánimo por su parte de realizar la enajenación voluntaria del inmueble referido y en consecuencia el IDU iniciará de inmediato el trámite de expropiación”

La comunicación fue notificada al representante legal de la sociedad el 22 de abril de 2002
.

9. Copia del acta DTDP-8000-257 de recibo del predio por parte del IDU
. 

10. Avalúo comercial del predio, realizado por la señora Nuria Arias Manrique, con registro nacional de avaluador No. 01046388 y afiliación a Camalonjas No. 00-00022 RL, el cual señaló que el valor del inmueble era de $1.283.342.700, el avalúo tiene fecha de junio de 2002
.

11. Actualización del avalúo comercial del predio, realizado el 27 de junio de 2004, por el señor Víctor A. Hernández Vargas, con registro nacional de avaluador No. 01046352 y afiliación a Camalonjas No. 98-000001, en el cual se tomó la información sobre área que se registró en el primer avalúo y se estableció que el valor del predio era de $2.422.637.770
. 

12. Copia simple del formulario para declaración sugerida del impuesto predial del año gravable 2003, por valor de $1.689.502.000 y constancia de haber sido pagado el impuesto
.

13. Copia del acta de conciliación No. 094-2004 adelantada ante la Procuraduría Tercera Judicial Administrativa de Bogotá, calendada el 16 de junio de 2004, la cual se declaró fallida por no existir acuerdo entre las partes
. 

14. Informe Técnico elaborado por la Oficina de Catastro Distrital, el 10 de abril de 2007, sobre el avalúo comercial No. 2007-4722 realizado en el año 2002; en el documento se señaló que el avalúo tuvo en cuenta las características del sector, la ubicación del inmueble, la normatividad vigente, la influencia comercial del sector, los estudios económicos realizados en el proceso de actualización catastral para la vigencia de 2002, por el Catastro Distrital y ofertas de predios de las mismas características del año 2002. El documento concluyó que el metro cuadrado de terreno tenía un valor de $65.000 y $85.000 para el metro cuadrado de construcción, para un total de $852.960.400
.

15. Oficio 001377 del 23 de julio de 2008, mediante el cual, la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá, informó sobre la metodología utilizada para el avalúo del predio objeto del proceso:

“…Se encontró que dicho inmueble se ubicaba fuera del perímetro de servicios en área suburbana de Expansión, por lo tanto y de conformidad con el Decreto 619 de 2000, por el cual se adoptó el POT (Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá) señala que cualquier desarrollo deberá estar sujeto a los Planes Parciales (no reglamentados en ese momento).

(…).

Para las anteriores técnicas se aplicaron estrictamente las normas urbanísticas vigentes a la realización del estudio (Según señala el párrafo primero Artículo 21 del Decreto 1420 de 1998) y desarrollado el respectivo ejercicio se encontró que el escenario hipotético más probable de desarrollo de dicha norma, para el mejor y mayor uso deriva un valor de $55.000 por M2.
.

16. Dictamen pericial rendido en el proceso, sobre el avalúo comercial del predio objeto de la compraventa, en el cual se concluyó que el precio del bien para el 17 de diciembre de 2002, cuando se celebró la promesa de compraventa era de $2.433.974.349. El método utilizado para calcularlo fue el de comparación de precios, para establecer el valor comercial del bien en la actualidad y luego se aplicó el procedimiento de regresión estadística para deducir el valor del mismo en el año 2002, restándole también la valorización
.

2.5. Valor probatorio de los documentos obrantes en copia simple

Este constituye el principal argumento de la impugnación presentada por la parte actora, comoquiera que en el fallo de instancia fueron denegadas las pretensiones de la demanda, aduciendo que el contrato, cuya rescisión se pretende, obraba en copia simple y el dictamen pericial rendido al interior del proceso, también fue elaborado con base en documentos aportados en copia simple. 

Sobre este punto, en cuanto al material probatorio allegado al expediente en copia simple, se valorará conforme al precedente jurisprudencial de la Sala Plena de la Sección Tercera, del 28 de agosto de 2013, que ha indicado que es posible apreciar las copias si las mismas han obrado a lo largo del plenario y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes, conforme a los principios de la buena fe y lealtad que deben conducir toda la actuación judicial.

Al respecto, la Sala Plena de Sección, en sentencia de unificación, argumentó:

“La Sala insiste en que -a la fecha- las disposiciones que regulan la materia son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., con la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, razón por la cual deviene inexorable que se analice el contenido y alcance de esos preceptos a la luz del artículo 83 de la Constitución Política y los principios contenidos en la ley 270 de 1996 -estatutaria de la administración de justicia-.

En el caso sub examine, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue aportada por la entidad demandante y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se allegó por el actor, circunstancia que no acaeció, tanto así que ninguna de las partes objetó o se refirió a la validez de esos documentos. Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. El anterior paradigma, como se señaló, fue recogido por las leyes 1395 de 2010, 1437 de 2011, y 1564 de 2012, lo que significa que el espíritu del legislador, sin anfibología, es modificar el modelo que ha imperado desde la expedición de los Decretos leyes 1400 y 2019 de 1970. En otros términos, a la luz de la Constitución Política negar las pretensiones en un proceso en el cual los documentos en copia simple aportados por las partes han obrado a lo largo de la actuación, implicaría afectar -de modo significativo e injustificado- el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, así como el acceso efectivo a la administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.). Lo anterior no significa que se estén aplicando normas derogadas (retroactividad) o cuya vigencia se encuentra diferida en el tiempo (ultractividad), simplemente se quiere reconocer que el modelo hermenéutico de las normas procesales ha sufrido cambios significativos que permiten al juez tener mayor dinamismo en la valoración de las pruebas que integran el acervo probatorio, para lo cual puede valorar documentos que se encuentran en copia simple y frente a los cuales las partes han guardado silencio, por cuanto han sido ellas mismas las que con su aquiescencia, así como con la referencia a esos documentos en los actos procesales (v.gr. alegatos, recursos, etc.) los convalidan, razón por la que, mal haría el juzgador en desconocer los principios de buena fe y de lealtad que han imperado en el trámite, con el fin de adoptar una decisión que no refleje la justicia material en el caso concreto o no consulte los postulados de eficacia y celeridad.

(…)

Lo anterior, no quiere significar en modo alguno, que la Sala desconozca la existencia de procesos en los cuales, para su admisión y trámite, es totalmente pertinente el original o la copia auténtica del documento respectivo público o privado. En efecto, existirán escenarios –como los procesos ejecutivos– en los cuales será indispensable que el demandante aporte el título ejecutivo con los requisitos establecidos en la ley (v.gr. el original de la factura comercial, el original o la copia auténtica del acta de liquidación bilateral, el título valor, etc.). Por consiguiente, el criterio jurisprudencial que se prohíja en esta providencia, está relacionado específicamente con los procesos ordinarios contencioso administrativos (objetivos o subjetivos) en los cuales las partes a lo largo de la actuación han aportado documentos en copia simple, sin que en ningún momento se haya llegado a su objeción en virtud de la tacha de falsedad (v.gr. contractuales, reparación directa, nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho), salvo, se itera, que exista una disposición en contrario que haga exigible el requisito de las copias auténticas como por ejemplo el artículo 141 del C.C.A., norma reproducida en el artículo 167 de la ley 1437 de 2011 –nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo–.

(…)

Desconoce de manera flagrante los principios de confianza y buena fe el hecho de que las partes luego del trámite del proceso invoquen como justificación para la negativa de las pretensiones de la demanda o para impedir que prospere una excepción, el hecho de que el fundamento fáctico que las soporta se encuentra en copia simple. Este escenario, de ser avalado por el juez, sería recompensar una actitud desleal que privilegia la incertidumbre sobre la búsqueda de la certeza procesal. De modo que, a partir del artículo 228 de la Constitución Política el contenido y alcance de las normas formales y procesales -necesarias en cualquier ordenamiento jurídico para la operatividad y eficacia de las disposiciones de índole sustantivo es preciso efectuarse de consuno con los principios constitucionales en los que, sin hesitación, se privilegia la materialización del derecho sustancial sobre el procesal, es decir, un derecho justo que se acopla y entra en permanente interacción con la realidad a través de vasos comunicantes. De allí que, el proceso contencioso administrativo y, por lo tanto, las diversas etapas que lo integran y que constituyen el procedimiento judicial litigioso no pueden ser ajenas al llamado de los principios constitucionales en los que se hace privilegiar la buena fe y la confianza”
.

En el presente asunto, observa la Sala que la mayoría de los medios de prueba relacionados fueron aportados con la demanda, decretados en el auto de pruebas de primera instancia y allegados al proceso dentro del periodo probatorio, es decir, de manera oportuna y regular, razón por la cual, conforme al precedente de esta Subsección, serán valorados, teniendo en cuenta los principios que informan la sana crítica, en consecuencia, se revocará el fallo de instancia en este aspecto y se procederá a resolver sobre las pretensiones de la demanda. 

2.6. Análisis del caso concreto

Se pretende la rescisión del contrato de compraventa del inmueble de propiedad de la sociedad demandante, por cuanto, a su juicio, hubo una lesión enorme, ya que el valor pagado por las demandadas no correspondía al valor real del bien, en el momento en que se realizó el negocio jurídico. 

Al efecto deberá puntualizarse que el artículo 1947 del Código Civil define la lesión enorme así:

“El vendedor sufre lesión enorme cuando el precio que recibe es inferior a la mitad del justo precio de la cosa que vende; y el comprador a su vez sufre lesión enorme, cuando el justo precio de la cosa que compra es inferior a la mitad del precio que paga por ella.

El justo precio se refiere al tiempo del contrato”

Si llega a establecerse la existencia de una lesión enorme, se puede optar por rescindir el contrato, o reajustar el precio recibido o pagado según sea el caso
.

El fundamento de esta figura se basa en los principios de equidad y justo precio derivado del equilibrio entre el objeto y los bienes o servicios y la retribución que a ellos corresponde, al cual debe llegarse en aplicación del principio de conmutatividad que debe regir las relaciones contractuales del Estado.

La lesión enorme no puede considerarse un vicio del consentimiento sino un defecto objetivo del contrato, porque se configura con independencia de las causas o motivos que dieron origen al acuerdo negocial, por ello, lo que debe analizarse es si existe un desequilibrio económico, objetivamente considerado, con referencia al precio del contrato, frente al valor real del bien.

También la Corte Suprema de Justicia ha aceptado que la lesión enorme no es una figura exclusiva de los contratos privados, sino que puede extenderse su aplicación a los contratos de compraventa celebrados por sujetos de derecho público, así:

"Desde el punto de vista de la persona del comprador o de la del vendedor, no existe ninguna limitación para que quien haya sufrido la lesión enorme pueda alegarla, sin que esté limitado como en el derecho romano inicial al menor de 25 años que tenía la calidad de vendedor. En Colombia el lesionado accionante puede ser quien compra o quien vende, persona natural o jurídica, menor o mayor. Desde este ángulo no existe, pues, excepción, todo el que haya padecido una lesión enorme puede demandar la rescisión del contrato de compraventa de inmueble, pues la ley ha querido que una injusticia, como la que entraña recibir un precio que es inferior a la mitad del justo o pagar uno que es mayor del doble de este, debe ser corregida así sea indispensable atentar contra los principios de la libertad contractual, de la autonomía de la voluntad y la seguridad de las transacciones.

(…)

Y en cuanto a que la lesión debe aparecer de comparar el precio pagado o recibido con el justo precio de la cosa al momento de celebrarse el contrato, de tal manera que aquel sea, respectivamente, más del doble de éste o menos de la mitad, la ley no ha hecho tampoco diferencia según sean las partes personas naturales o personas jurídicas de derecho público o de derecho privado. Demostrada la lesión de ultra dimidium, debe decretarse la rescisión".
.

Para el Consejo de Estado
, los requisitos para que se declare la existencia de la lesión enorme son los siguientes: 

“a) Que haya lesión en la proporción que establece el artículo 1947 del C. C.

b) Que se trate de contratos respecto de los cuales la ley lo admite (art. 1949 C. C.).

c) Que la pretensión se reclame dentro del término que la ley concede al efecto (art. 1954).

d) Que el bien se conserve en poder del comprador (art. 1951 C.C.).

e) Que no se trate de un contrato aleatorio”.

Según la parte actora hubo lesión enorme, porque el precio que recibió como pago era inferior a la mitad del justo precio, dado que el valor del contrato fue de $711.237.500, cuando en realidad, el inmueble tenía un precio cercano a los $2.157.711.400, hecho que trató de acreditar con dos dictámenes periciales aportados con la demanda, en que se afirmaba tal circunstancia.

Ahora bien, en el subjudice, es necesario tener en cuenta que el contrato de compraventa celebrado entre las partes, tuvo origen en un trámite de expropiación iniciado por el IDU, con el fin de obtener los predios necesarios para la construcción de la Troncal de Transmilenio en la Avenida de las Américas con Avenida Ciudad de Quito, el cual debía regirse por las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997, normas que regulan la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria o por expropiación, para destinarlos a proyectos prioritarios, entre otros, a la ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo. 

En particular, el artículo 61 de la Ley 388 de 1997 establece:

	


“Artículo 61: Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

 

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica.

La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o en especie, en títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, derechos de participación en el proyecto a desarrollar o permuta.

Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley se acepte la concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para el pago del precio podrán provenir de su participación.

La comunicación del acto por medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a las reglas del Código Contencioso Administrativo y no dará lugar a recursos en vía gubernativa.

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa.

No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y siempre y cuando no se haya dictado sentencia definitiva, será posible que el propietario y la administración lleguen a un acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso.

Los inmuebles adquiridos podrán ser desarrollados directamente por la entidad adquirente o por un tercero, siempre y cuando la primera haya establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron adquiridos.

Parágrafo 1º.- Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le descontará el monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor generado por el anuncio del proyecto u obra que constituye el motivo de utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el propietario hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de valorización; según sea del caso.

Parágrafo 2º.- Para todos los efectos de que trata la presente Ley el Gobierno Nacional expedirá un reglamento donde se precisarán los parámetros y criterios que deberán observarse para la determinación de los valores comerciales basándose en factores tales como la destinación económica de los inmuebles en la zona geoeconómica homogénea, localización, características y usos del inmueble, factibilidad de prestación de servicios públicos, vialidad y transporte.

Esta norma fue posteriormente reglamentada mediante el Decreto 1420 de 1998, por el cual, se establecieron las normas, procedimientos, parámetros y criterios para la elaboración de los avalúos por los cuales se determinaría el valor comercial de los bienes inmuebles, para la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria o forzosa y se dispone que para determinar el valor comercial de los inmuebles se hará mediante avalúo realizado por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI, la entidad que haga sus veces, o las personas naturales o jurídicas, de carácter privado, registradas y autorizadas por las lonjas de propiedad raíz del lugar donde se ubiquen los bienes objeto de la valoración. 

Éste Decreto también señala el procedimiento para la elaboración y contradicción de los avalúos, indicando que la entidad podrá pedir la revisión y la impugnación del mismo, pero no podrá pedirse un nuevo avalúo dentro de la vigencia del primero que se realice, el cual tiene término de un año desde la fecha de su expedición. 

En la citada disposición se establecen además los parámetros y criterios para la elaboración de los avalúos, disponiendo que las entidades encargadas de elaborarlos, especificarán el método utilizado y el valor comercial definido, independizando el valor del suelo, el de las edificaciones y las mejoras si fuere el caso, y las consideraciones que llevaron a tal estimación, y especialmente señala: 

“Artículo 25º.- Para la elaboración de los avalúos que se requieran con fundamento en las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997, se deberá aplicar uno de los siguientes métodos observando los parámetros y criterios mencionados anteriormente o, si el caso lo amerita varios de ellos: el método de comparación o de mercado, el de renta o capitalización por ingresos, el de costo de reposición o el residual. La determinación de las normas metodológicas para la utilización de ellos, será materia de la resolución de que trata el artículo 23 del presente Decreto.

Para aplicar un método diferente a los enumerados en el inciso anterior, se requiere que previamente se someta a estudio y análisis tanto en los aspectos conceptuales como en las aplicaciones que pueda tener su aplicación. Dicho estudio y análisis serán realizados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y, si éste lo encontrara válido lo adoptará por resolución de carácter general.

Artículo 26º.- Cuando las condiciones del inmueble objeto del análisis permitan la aplicación de uno o más de los métodos enunciados en el artículo anterior, el avaluador debe realizar las estimaciones correspondientes y sustentar el valor que se determine”.

A su vez, la Resolución 1463 de 1993, proferida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en relación con los avalúos administrativos especiales, dispone:

“Artículo 12°. A las observaciones al avalúo que formule el interesado ante el IGAC se deberá adjuntar una certificación de la fecha en que se notificó la oferta de compra por parte de la entidad interesada.

Artículo 13°. De las Revisiones. Procederá la revisión y podrá modificarse el Avalúo Administrativo Especial cuando el interesado presente dentro del término definido por el Artículo 27 de la Ley 9 de 1989, que establece:

El INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI o la entidad que cumpla sus funciones practicará y rendirá los avalúos administrativos especiales que se le soliciten en desarrollo de la presente ley, a más tardar dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha de recibo de la solicitud de parte de la correspondiente autoridad administrativa o judicial. Practicado el avalúo administrativo especial el Instituto o la entidad respectiva dará traslado inmediato a los interesados por diez (10) días hábiles, y si transcurrido ese término no fueren objetados, se entenderán aprobados.

En el caso de la oferta de compra de que trata el artículo 13, el término de traslado empezará a correr desde la fecha de notificación de la oferta.

Si hubiere observaciones al avalúo administrativo especial, se formularán dentro del término de traslado del mismo, el Instituto o la entidad respectiva las resolverá mediante providencia que no admite recurso y deberá dictarse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la presentación de las observaciones, salvo que se solicite o requiera la práctica de pruebas. La práctica de pruebas no podrá extenderse por un término superior a quince (15) días ni inferior a cinco (5) días contados a partir de la fecha en que se presenta las objeciones.

Observaciones en cuanto a que:

1. Se demuestre que está pagando valorización y no se le haya tenido en cuenta.

2. Existe error en la definición de las características del predio.

3. Cuando se haya omitido elementos constitutivos del inmueble objeto de negociación.

4. Cuando existan errores aritméticos en la liquidación.

Artículo 14°. Para efectos de los avalúos que trata la Ley 9 de 1989 las Oficinas de Valorización a nivel nacional, departamental o municipal o la entidad que haga sus veces remitirán al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI relación anual de los proyectos por los cuales recauden valorización, don indicación de su zona de influencia.

De las pruebas obrantes en el proceso, se observa que efectivamente, el IDU hizo una oferta de compra, a la cual anexó el avalúo realizado por la Lonja de Propiedad Raíz de Bogotá y al no obtener respuesta de la sociedad aquí demandante, inició el trámite de expropiación del inmueble, pero ante la manifestación de acogerse a una negociación de enajenación voluntaria, la expropiación fue suspendida y en su lugar se celebró una promesa de compraventa, pero la entidad, previamente inscribió la oferta en el registro de matrícula inmobiliaria y cumplió con la notificación de la misma, en los términos y condiciones previstos en la normatividad vigente, sin que en ningún momento, la sociedad se opusiera al avalúo del predio, razón por la cual éste quedó en firme y el negocio se celebró por el valor allí consignado. 

A juicio de la Sala, la existencia de una normatividad especial, aplicable al caso, cuya finalidad es proteger el interés público implicado en este tipo de negociaciones, que en todo momento garantiza al propietario del bien inmueble el derecho de defender sus intereses, e incluso de controvertir los avalúos contratados por la entidad que pretende adquirir el inmueble, excluye la posibilidad de que después de efectuada la compraventa, pueda acudirse a la acción de lesión enorme, cuando en la oportunidad prevista en la ley nada se dijo sobre el avalúo del bien.  

En efecto, a pesar de no existir prohibición expresa acerca de la procedencia de la acción de lesión enorme para este tipo de compraventas, como si existe para los predios adquiridos por el INCORA con fines de reforma agraria, considera la Sala, que dicha conducta no se acompasa con los postulados de buena fe que deben regir la contratación estatal, porque, se insiste, en este caso concreto, la sociedad actora, libremente escogió que no se continuara con el proceso de expropiación sino que se celebrara una enajenación voluntaria del inmueble, acogiendo el precio ofrecido por el IDU. 

Ahora bien, si en gracia de discusión se admitiera que es procedente la lesión enorme, debe señalarse que la parte actora no cumplió con la carga de probar que el precio recibido por el inmueble fue inferior a la mitad del avalúo comercial del mismo, dadas las deficiencias de los dictámenes periciales obrantes en el proceso. 

Acerca de este tema debe señalarse que la jurisprudencia tiene por establecido que la prueba pericial es el medio idóneo, adecuado y determinante para demostrar la lesión enorme, porque ella permite establecer si el precio pactado en el contrato corresponde al justo valor de la cosa transferida al tiempo de celebrar la compraventa, pero también es claro que dicho dictamen debe ser valorado por el juez “para verificar la firmeza, precisión y calidad de los fundamentos en que se sustenta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 241 del C. de P. Civil
. 

A juicio de la Sala los dictámenes que fueron aportados al proceso por la parte demandante, no pueden ser tenidos en cuenta, por la sencilla razón de que el área sobre el cual se estableció el valor del inmueble no correspondía al área del predio objeto de la compraventa.

Así, en el avalúo realizado por Nubia Arias
 el área total del predio era de 27.310,50 M2., de los cuales 12.823,50 M2., eran área urbana y 1.14.387,00, era de área comercial. Lo construido eran 793,9 M2., siendo área sector de preservación urbana 328,86 M2., y sector comercial zona 1. 465,04 M2., de manera que al no coincidir el predio avaluado con aquel que fue objeto de compraventa por parte de las entidades demandadas, es imposible darle valor probatorio a dicho experticio. 

Además de lo anterior, aunque en el dictamen se calculó el valor del metro cuadrado en área de preservación urbana a $170.000, no se consignó cuál fue la metodología utilizada para llegar a esa conclusión, las variables físicas, sociales y técnicas, y las operaciones económicas que condujeron a ese resultado, ni acompañaron los documentos que soportaran esa cifra. 
Esto mismo sucede con el avalúo realizado por el señor Víctor Hernández, ya que éste es una simple actualización del anterior, al precio del año 2004, siendo claro entonces que los reproches endilgados al primer avalúo, son plenamente aplicables a éste, por tratarse de una simple actualización del documento, es decir, que no tuvo en cuenta las condiciones reales del inmueble a la fecha en que se celebró el contrato. 

Ahora bien, en cuanto al avalúo practicado al interior del proceso, debe tenerse en cuenta que éste no se ajusta a las exigencias de las normas que regulan los avalúos administrativos especiales que fueron antes citadas, en la medida en que el método de avalúo aplicado por el perito, no se ajusta a lo establecido en la Resolución 1463 de 1993 del IGAC sobre ese punto, el cual indica:

Artículo 16°. Métodos de Avalúos. Para definir los precios unitarios y los avalúos comerciales de la totalidad de un predio, se podrán utilizar uno o varios de los siguientes métodos:

a. Método de comparación: Es aquel en el cual se determina el valor del precio, basándose en el avalúo de predios semejantes en sus características. En este caso se puede hacer comparación directa del mercado, utilizando ventas recientes de inmuebles similares al que se está avaluando.- Se deben destacar los elementos diferentes y hacer los ajustes para cada uno de ellos.

b. Método costo de reposición: Es el que establece el precio del bien objeto de avalúo, al suponer que es necesario reponerlo por uno de características y condiciones similares debidamente actualizado y deduciéndole la depreciación acumulada de acuerdo con la vetustez y estado de conservación. Este método se utiliza preferencialmente para el avalúo de construcciones, mejoras, maquinaria y equipo.

c. Método de rentabilidad: Mediante el cual se determina el valor de un predio tomando como base la renta neta y la tasa de interés o capitalización legal de la economía, en los casos en donde se detecte que el inmueble produce renta, (apartamentos, locales, garajes, etc.).

Artículo 17°. Determinantes del Avalúo. Las determinantes del avalúo serán las establecidas en el Artículo 18 de la Ley 9 de 1989 exceptuando su último inciso, que se consagrará:

“Con el objeto de evitar un enriquecimiento sin causa, el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI, o la entidad que cumpla sus funciones no tendrán en cuenta, al hacer los avalúos administrativos especiales de que trata la presente Ley, aquellas acciones o intenciones manifiestas y recientes del Estado que sean susceptibles de producir una valorización evidente de los bienes avaluados, tales como:

1. La adquisición previa por parte de la entidad adquiriente, dentro de los cinco (5) años anteriores, de otro inmueble en la misma área de influencia.

2. Los proyectos anunciados, las obras en ejecución o ejecutadas en los cinco (5) años anteriores por la entidad adquiriente o por cualquier otra entidad pública en el mismo sector, salvo el caso en que el propietario haya pagado o esté pagando la contribución de valorización respectiva.

3. El simple anuncio del proyecto de la entidad adquirente de comprar inmuebles en determinado sector, efectuado dentro de los cinco (5) años anteriores.

4. los cambios de uso, densidad y altura efectuados por el Plan Integral de Desarrollo, si existiere, dentro de los tres (3) años anteriores a la orden de compra, siempre y cuando el propietario haya sido la misma persona durante dicho periodo, o, habiéndolo enajenado, haya readquirido el inmueble para la fecha del avalúo administrativo especial.

Las mejoras efectuadas con posterioridad a la fecha de la notificación del oficio de que trata el artículo 13 de l la Ley 9 de 1989 no podrán tenerse en cuenta en el respectivo avalúo administrativo especial.”

Así, al verificarse que en el dictamen rendido al interior del proceso, el perito utilizó el método comparativo para establecer el valor del predio al momento del experticio y luego le aplicó la regresión estadística, para establecer el valor del bien en el año 2002, metodología que no se documentó y tampoco se soportó probatoriamente, considera la Sala que el dictamen no puede ser acogido, porque no existe certeza acerca de que el valor determinado en el dictamen pericial correspondía al justo precio del bien inmueble objeto de la compraventa, a la fecha en que se celebró el contrato.

Lo antes expuesto, permite concluir, que la sociedad demandante no logró probar que se configuró lesión enorme y, en consecuencia, no se da el principal presupuesto para que proceda la rescisión del contrato por esta causa, y, por tal razón, se denegarán las pretensiones de la demanda.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Confirmar la sentencia del 2 de diciembre de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, pero por las razones consignadas en las consideraciones de esta providencia.

SEGUNDO.- En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Triunal de origen para lo de su cargo. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidente de la Sala

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
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� La mayor pretensión de la demanda es de $2.157.711.400, suma que supera la mayor cuantía para el año 2004 que era de $51.730.000.
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� “Art. 1948. El comprador contra quien se pronuncia la rescisión podrá, a su arbitrio, consentir en ella, o completar el justo precio con deducción de una décima parte; y el vendedor, en el mismo caso, podrá a su arbitrio consentir en la rescisión, o restituir el exceso del precio recibido sobre el justo precio aumentado en una décima parte.


No se deberán intereses o frutos sino desde la fecha de la demanda, ni podrá pedirse cosa alguna en razón de las expensas que haya ocasionado el contrato”.
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